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Asunto: Acción de tutela No. 2022- 368. 

 

  Sentencia de Primera Instancia 

 

Fecha:  septiembre veintinueve (29) de dos mil veintidós (2022) 

 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto 2591 de 1991 se 

emite sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación de la parte accionante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

➢ JHON ABEL SUAREZ BARRERA, identificado con C.C. 1´009.205.617 

de Barbosa. 

 

2.- Identificación del sujeto o sujetos de quien provenga la amenaza o 

vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por el accionante en contra de: 

 

➢ El JUZGADO CUARENTA Y DOS (42) PEQUEÑAS CAUSAS Y 

COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ, antes JUZGADO 

SESENTA (60) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ. 

 

b) El Juzgado accionado surtió la notificación de las partes, terceros y 

apoderados que constituyen los extremos procesales dentro del proceso objeto 

de ataque en la presente acción constitucional. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

➢ El accionante indica que se trata de los derechos fundamentales al debido 

proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia. 

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La parte accionante en su escrito manifestó que: 

 

➢ Funge como demandante dentro del proceso 2020-158 cuya competencia 

le corresponde al estrado judicial convocado. 

➢ Proceso el cual se encuentra al despacho desde el mes de febrero de la 

presente anualidad, razón por la que presentó solicitud dirigida a obtener 

información respecto al estado actual del expediente.  
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➢ No ha obtenido resolución a sus peticiones, razón por la que considera se 

vulneran sus derechos fundamentales. 

 

b) Peticiones:  

 

➢ Se tutelen los derechos deprecados. 

➢ De la acción de tutela presentada se infiere que se requiere la orden 

dirigida al Juzgado accionado tendiente a que profiera decisión la cual 

imparta tramite al proceso objeto de ataque en el mecanismo 

constitucional. 

 

5- Informes: (Art. 19 D. 2591/91) 

 

a) El titular del JUZGADO CUARENTA Y DOS (42) PEQUEÑAS CAUSAS 

Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ, antes JUZGADO 

SESENTA (60) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ. 

 

➢ Precisa que el 23 de septiembre del 2022, dentro del proceso Ejecutivo 

promovido por Jhon Abel Suarez Barrera en contra de Yilian Stella Silva 

Peralta, se expidió auto que impartió tramite a la solicitud presentada, 

decisión la cual se encuentra notificada a las partes por estados 

electrónicos. 

➢ Aclara que las actuaciones surtidas en el curso del proceso se adelantaron 

conforme a derecho, por lo que solicita descartar el amparo incoado 

respecto a esa dependencia judicial, toda vez que no se ha vulnerado 

derecho fundamental alguno del accionante. 

➢ Por último, expone los factores por los cuales se emitió decisión para el 

proceso de su competencia, en los términos anteriormente reseñados. 

 

b) Las partes, terceros y apoderados que constituyen los extremos procesales 

dentro del proceso objeto de ataque en la presente acción constitucional 

guardaron silencio dentro del término otorgado para su pronunciamiento. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración a los derechos implorados por el tutelante, por cuenta de la 

actuación desplegada por el Juzgado accionado? 
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8.-Derechos implorados: 

 

8.1. – Debido proceso 

 

En relación con el derecho al debido proceso la Corte Constitucional a lo largo de su 

desarrollo jurisprudencial lo ha definido como el conjunto de garantías previstas en el 

ordenamiento jurídico «…a través de las cuales se busca la protección del individuo 

incurso en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se 

respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la justicia…»1,  

 

Respecto a ese “conjunto de garantías” el Alto Tribunal Constitucional lo ha 

sintetizado en varios grupos, más recientemente en decisión SU-174 de 2021, esbozó 

lo siguiente: 

 

i) el derecho a la jurisdicción; ii) el derecho al juez natural; iii) el derecho a la defensa; iv) el 

derecho a un proceso público desarrollado dentro de un tiempo razonable; y v) el derecho a la 

independencia e imparcialidad del juez o funcionario, quienes siempre deberán decidir con 

fundamento en los hechos, conforme a los imperativos del orden jurídico, sin designios 

anticipados ni prevenciones, presiones o influencias ilícitas. 

 

8.2.- Derecho al acceso a la administración de justicia. 

 

El derecho fundamental de acceso a la administración de justicia se encuentra 

consagrado en el artículo 229 de la norma superior en los siguientes términos: Se 

garantiza el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia. Al 

respecto la Corte Constitucional en sentencia T-317 de 2019, indicó: 

 

El contenido de este derecho tiene, por lo menos, tres categorías: (i) las relacionadas con el 

acceso efectivo al sistema judicial; (ii) las que tienen que ver con el desarrollo del proceso; y 

(iii) las relativas a la ejecución del fallo. Estos tres tipos de garantías cuentan con contenidos 

distintos: “La primera comprende: (i) el derecho de acción; (ii) a contar con procedimientos 

idóneos y efectivos para la determinación legal de derechos y obligaciones; y (iii) a que la 

oferta de justicia permita el acceso a ella en todo el territorio nacional. La segunda incluye el 

derecho a (iv) que las controversias planteadas sean resueltas dentro de un término prudencial 

y sin dilaciones injustificadas; (v) que éstas sean decididas por un tribunal independiente e 

imparcial; (vi) a tener todas las posibilidades de preparar una defensa en igualdad de 

condiciones; (vii)  que las decisiones sean adoptadas con el pleno respeto del debido proceso; 

(viii) que exista un conjunto amplio y suficiente de mecanismos para el arreglo de 

controversias; (ix) que se prevean herramientas necesarias para facilitar el acceso a la justicia 

por parte de las personas de escasos recursos. La última de éstas abarca (x) la posibilidad 

efectiva de obtener respuesta acorde a derecho, motivada y ejecutable; y que (xi) se cumpla lo 

previsto en esta.” 

 

8.3.- Derecho a la igualdad. 

 

Respecto al derecho a la igualdad la Corte Constitucional en sentencia T-062 de 2018 

indicó: 

 

                                            
1 Sentencia C-341 de 2014 
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“El derecho a la igualdad y a la no discriminación se encuentra consagrado en el artículo 13 

de la Constitución Política, el cual señala que todas las personas son iguales ante la ley y 

deben recibir el mismo trato por parte de las autoridades sin distinción de raza, sexo, origen 

nacional o familiar, lengua, religión u opiniones políticas o filosóficas. La jurisprudencia de 

la Corte ha expresado que el concepto de igualdad es multidimensional, pues se trata tanto 

de un derecho fundamental como de un principio y una garantía[119]. 

La igualdad se ha entendido en tres dimensiones diferentes: la primera de ellas es la igualdad 

formal, que significa un trato igualitario a la hora de aplicar las leyes; la segunda es la 

igualdad material, entendida como la garantía de paridad de oportunidades entre los 

distintos individuos; y, finalmente, existe el derecho a la no discriminación, que conlleva la 

prohibición de dar un trato diferente con base en criterios sospechosos de 

discriminación[120]. 

Igualmente, el derecho a la igualdad no solo busca erradicar aquellos comportamientos que 

lesionan los derechos fundamentales de las personas o grupos que histórica y 

sistemáticamente han sido discriminados, sino que también propende porque el Estado 

cumpla con la obligación de darles un trato diferencial positivo a dichos grupos, en aras de 

lograr erradicar las barreras que les impiden desenvolverse en sociedad en igualdad de 

condiciones[121]. Siendo así, la Corte ha sostenido que un trato diferenciado a dos personas 

no vulnera el derecho a la igualdad, cuando se trata de eliminar desigualdades materiales 

que existen en la sociedad. 

3.14.2. Dicho trato diferenciado suele expresarse a través de acciones afirmativas, que 

corresponden a aquellas medidas que buscan dar un trato ventajoso o favorable, a 

determinadas personas o grupos sociales que tradicionalmente han sido marginados o 

discriminados, con el propósito de permitir una igualdad sustancial entre todas las 

personas[122]. El artículo 6 de la Ley 1618 de 2013 señala que dichas acciones 

corresponden a “[p]olíticas [o] medidas (…) dirigidas a favorecer a personas o grupos con 

algún tipo de discapacidad, con el fin de eliminar o reducir las desigualdades y barreras de 

tipo actitudinal, social, cultural o económico que los afectan”. Ese mismo artículo establece 

que es un deber de la sociedad en general el “[a]sumir la responsabilidad compartida de 

evitar y eliminar barreras actitudinales, sociales, culturales, físicas, arquitectónicas, de 

comunicación, y de cualquier otro tipo, que impidan la efectiva participación de las personas 

con discapacidad y sus familias”. 

La jurisprudencia de esta Corporación ha señalado que dentro de las acciones afirmativas se 

encuentran las de discriminación positiva o inversa, en las que se utiliza un criterio 

sospechoso de discriminación –como la raza, el sexo o la discapacidad– pero con el 

propósito de fomentar o acelerar la igualdad real de los grupos históricamente marginados, 

en la designación o reparto de bienes o servicios escasos, como podrían ser cupos 

universitarios, puestos de trabajo o, incluso, selección de contratistas. Algunos ejemplos de 

este tipo de medidas con base en el uso de un criterio sospechoso de discriminación, como 

ocurre con la discapacidad, son: (i) la excepción al cumplimiento de la restricción del “pico 

y placa” para vehículos particulares que transporten personas con discapacidad 

(establecida, por ejemplo, en el Decreto Distrital 575 de 2013, art. 4, núm. 7[123]); y (ii) el 

deber de disponer de sitios de parqueo para personas con movilidad reducida en todo lugar 

en donde existan parqueaderos habilitados para visitantes (Decreto 1538 de 2005, arts. 11 y 

12, reglamentario de la Ley 361 de 1997[124]).” 

 

9.-Procedencia de la acción de tutela  

 

El artículo 86 de la Constitución Política incorpora la acción de tutela como un 

mecanismo judicial de carácter preferente y sumario, diseñado para proteger de forma 

inmediata los derechos fundamentales, cuando éstos se vean amenazados o 

vulnerados por parte de cualquier autoridad pública, y excepcionalmente por 

particulares, como consecuencia de sus acciones u omisiones. 

 

Respecto a las omisiones de quienes se encuentran investidos con la facultad de 

impartir justicia, estas están relacionadas con su carga funcional y el cumplimiento de 

http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn119
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn120
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn121
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn122
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn123
http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/T-062-18.htm#_ftn124
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los deberes a su cargo2, ya que los servidores públicos son responsables, entre otros 

motivos, por la omisión en el ejercicio de sus funciones; dentro de dichas funciones 

se encuentra el cumplimiento de los términos procesales, por lo tanto los casos de 

mora judicial se han subsumido en tal concepto. 

 

Al respecto la Corte Constitucional en sentencia T-186 de 2017 esbozó: 

 

La procedencia formal de la acción de tutela por el incumplimiento de términos procesales fue 

objeto de pronunciamiento por parte de la Corte Constitucional desde sus decisiones iniciales, 

entre otras, cabe mencionar la sentencia C-543 de 1992, en la que se afirmó que: “de 

conformidad con el concepto constitucional de autoridades públicas, no cabe duda de que los 

jueces tienen esa calidad en cuanto les corresponde la función  de administrar justicia y sus 

resoluciones son obligatorias para los particulares y también para el Estado.  En esa condición 

no están excluidos de la acción de tutela respecto de actos u omisiones que vulneren o 

amenacen derechos fundamentales, lo cual no significa que proceda dicha acción contra sus 

providencias.  Así, por ejemplo, nada obsta para que por la vía de la tutela se ordene al juez 

que ha incurrido en dilación injustificada en la adopción de decisiones a su cargo que proceda 

a resolver o que observe con diligencia los términos judiciales”. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a 

legitimación en la causa, el artículo 86 de la Constitución Política establece que toda 

persona que considere que sus derechos fundamentales han sido vulnerados o se 

encuentren amenazados, podrá interponer acción de tutela, aunado se evidencia que el 

accionante funge como demandante en el proceso cuya competencia le corresponde al 

estrado judicial convocado, de suerte que se tiene por cumplido tal requisito. 

 

En el apartado de subsidiariedad la jurisprudencia constitucional se ha referido a la 

satisfacción de este requisito en casos de omisión por parte de funcionarios judiciales 

en el cumplimiento de los términos procesales, estableciendo que los requisitos para 

verificar la satisfacción de la subsidiariedad son: (i) la acreditación por parte del interesado 

de haber asumido una actitud procesal activa y (ii) el hecho de que la parálisis o dilación no obedezca 

a su conducta procesal
3. 

 

En el presente caso, respecto del primer elemento, se requirió a la parte accionante 

para que se sirviera arrimar constancia de recibido de la solicitud que aduce haber 

presentado ante las dependencias del estrado judicial convocado en el mes de junio de 

la presente anualidad, requerimiento sobre el cual, dentro de la oportunidad concedida 

se guardó silencio. 

 

Ahora bien, respecto al segundo elemento, no encuentra este Despacho que el hoy 

convocante haya desplegado maniobra alguna en su actuar procesal que busque 

dilatar el proceso objeto de ataque constitucional. 

 

En relación al requisito de inmediatez se constata que se cumple con los criterios de 

razonabilidad y proporcionalidad que ha determinado la jurisprudencia Constitucional 

                                            
2 Al respecto, artículos 6º y 228 de la CP, en concordancia con el artículo 4º de la Ley 270 de 1996. 
3 Sentencia SU-453 de 2020. 
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ya que, aunque no se acredito la radicación del memorial aludido en el mes de junio 

de la presente anualidad, si se advierte que el proceso se encuentra al despacho para 

continuar con el tramite subsiguiente, el cual para la fecha de presentación de la 

presente acción de tutela, aun no fuera resuelto. 

 

10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Artículos 13, 29 y 229 de la Constitución Política. 

 

b.- Caso concreto: El objeto de la presente acción de tutela, se encuentra en que el 

estrado judicial convocado emita decisión la cual imparta tramite al proceso ejecutivo 

de su competencia, en donde el accionante funge como demandante. 

 

Para lo cual, sea lo primero precisar que en el transcurso del presente trámite tutelar 

el Juzgado accionado emitió decisión calendada veintitrés de septiembre del 2022, la 

cual fuera notificada a las partes a través de estado No. 34 del 26 de septiembre 

hogaño, proveído en dónde;  

 

➢ Aprobó liquidación de costas.  

➢ Ordenó correr traslado a la liquidación de crédito aportada. 

 

En vista a lo anterior considera este Despacho que nos encontramos en presencia de 

la figura jurídica de carencia actual del objeto por hecho superado, en virtud que el 

motivo de presentación de la acción de tutela desapareció. Configuración que el Alto 

Tribunal Constitucional definió en sentencia T - 265 de 2017 así: 

 

“La carencia actual del objeto por hecho superado se presenta cuando por el actuar de la 

entidad accionada, cesa la vulneración del derecho fundamenta alegado en la acción de tutela. 

Sobre este particular esta Corporación ha indicado que: 

“En estos casos, se debe demostrar que en realidad se ha satisfecho por completo lo que se 

pretendía mediante la acción de tutela, esto es, que se demuestre el hecho superado, lo que 

autoriza a declarar en la parte resolutiva de la sentencia la carencia actual de objeto y a 

prescindir de orden alguna, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al 

demandado sobre la inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a las 

que se hará acreedor en caso de que la misma se repita, al tenor del artículo 24 del Decreto 

2591 de 1991.” 

 

En ese orden de ideas, acabó la vulneración de los derechos deprecados por el 

accionante y, por consiguiente, resultaría improcedente adoptar una decisión respecto 

de su afectación porque las causas que originaron el mecanismo constitucional 

desaparecieron, en tanto que sus pretensiones fueron atendidas favorablemente en el 

transcurso de este trámite tutelar. 

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la 

Ley, 



 
 
Juzgado Diecisiete Civil del Circuito de Bogotá, D.C. 
Carrera 10 No 14 – 15 piso 15 – Telefax: 282 0030 – Bogotá – Colombia  

Correo: ccto17bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
 

 

 

Tutela 2022-00368- 00 SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. PÁGINA Nº 7 DE  7 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: DECLARAR LA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO 

SUPERADO, en la presente acción de tutela impetrada por JHON ABEL SUAREZ 

BARRERA, en contra del JUZGADO CUARENTA Y DOS (42) PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE DE BOGOTÁ, antes JUZGADO 

SESENTA (60) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y 

eficaz de acuerdo con lo preceptuado en el Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional, de no ser impugnada 

la presente decisión, para su eventual revisión. 

 

Notifíquese,  

  

 
CÉSAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ 
 

 

 
A.L.F.  


